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n. ANTECEDENTES Y HECHOS DENUNCIADOS

Como expuso en la denuncia la Presidencia de la Defensoria del C»)nsumidor, en ejercicio de lo

dispuesto en el artículo 58 letra f) de la Ley de Protección al Consumidor -L;PC—•» el día 22/11/2022,

se practicó inspección en el establecimiento denominado "FRECü', propiedad de la proveedora

denunciada y con localización señalada en el acta de Inspección incorporada ai presente expediente.

Como , resultado de la diligencia realizada se levantó el acta corresporídienle —^fs. 3 y 4— en

.relación a la promoción comercial que se leía: "Preco Mack November Sale. Descuento 15% Off

enchapes y paredes, gr^ería, loza sanitaria. *Resiricckmes apimm", la cual fiie difundida a través

de redes sociales. En dicha pro.mocÍón, se obsen'ó que no se determinó la vigencia de la mism.a. Ai

consuitarie a la persona que atendió a los delegados expuso que dic,ha promoción iniciaba el d.ia

07/11/2022 al 26/11/2022, y que dicha i.nformaGÍón se daba a conocer de manera verbal a los

consumidores.

Así, la Presidencia aseveró que, en el caso que hoy se analiza, se constató que las la vigencia de ía

promoción no se encontraban en la publicidad utilizada para dar a conocer la misma en los medios

exigidos por ley, como anuncios pubi¡.citaríOs o a través de anuncios fijados en el o los establecimientos

o etiquetas adheridas a los bienes. En razón de las cÍECunstancias anteriores, aseguró que la denunciada

vulneró el derecho a la información de los consumidores, puesto que éstos no tenían acceso completo

y oportuno a el.eme.ntos determinantes de la oferta.

llL LNER.ACC1ÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA IMRACCIÓ.N.
coiKSla la resolución de inicio tfs. 7-8). se adujo que existe una contravención a lo

dispuesto en el artículo 4 letra c) de la LPC, el cual establece que es un derecho básico de los

consumidores recibir del proveedor la información completa, precisa, veraz, clara y oportum que

deíermine las características de losprodjtctosy servicios a adquirir. Además, a la letra a) del artículo

16 de la l,PC, al referir.se a los requisitos de las promociones y ofertas, estipula que, entre otros

aspectos, debe tener la posibilidad de comprensión directa.
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También, se afirma una transgresión a lo regulado en el inciso primero del artículo 27 de la LPC,

en lo conceraiente al derecho de información; en general, las características de los bienes y servicios

puestos a disposición de los consumidores, deberán proporcionarse con información en castellano, de

forma clara, veraz, completa y oportuna.

Además, en cuanto a la infomación de las promociones, el artículo 30 de la LPC detemiina:

'Xhmndo se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los comerciantes estarán

obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio total o los elementos que lo hagan

determinable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o mediante avisos o

carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los bienes''.

En relación con lo antes apuntado, el artículo 43 letra n) de la LPC detéimina que el realizar

promociones u. ofertas especiales de bienes y servicios en eontravención a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta calificada como infracción grave, y de acuerdo con el artículo 46 de la misma normativa

se sancionaría con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la Industria.

B. Con respecto a la mencionada infracción, este Tribuna!, en resolución pronunciada el día

05/07/2010, en el procedimiento clasificado: bajo la referencia 271-2010, ha afirmado que; "La

naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reportar una. ventaja comparativa al consumidor,

su carácter extraordinario es lo q ue permite que el comprador tenga un incentivo para llevar a cabo

la transacción

En ese sentido, las promociones y ofertas especiales que se transmiten a través de cualquier medio

publicitario, tienen la finalidad de presentar los bienes o servicios en condiciones favorables para el

consumidor, induciéndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la perspectiva

de percibir una ventaja económica dentro de un tiempo ¡imitado.

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores consignen, en el medio

pubiicitario que se utilice para dar a conocer la promoción u oferta, una indicación clara de la duración

o del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué productos o

servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mínima de productos disponibles, si existen o no

restricciones, en qué consisten, y, en general, CMo/ga/er dato reíevante previamente establecido, que

indique en qué condiciones será cumplida, información que es de suma importancia para los

consumidores al momento de acceder a la promoción u ojérta.

En otros términos, la finalidad de la regulación en el tema .en cuestió.n tie.Ee por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes mtervinientes en la relación de consumo -proveedor y consumido,r- la

cual pued,e dejar a este último en una situación asimétrica y de desventaja a! no ofrecerte la mfomiación

necesaria para que pueda tomar una decisión informada, es deci,r, cansiderando todos los elementos

legalmente establecidos.
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Por otra parte, en relación a la frase "restricciones aplican", este Tribunal Sancionador, en la
misma resolución final precitada, se refirió a ella, en el sentido de que la misma debe ser evaluada
considerando si: a) Con ello se .han dejado por ftiera condiciones esenciales de la contratación; y b)
Las limitantes ulteriormente aplicadas modifican en forma .sustancial la oferta principal anunciada en
el medio publicitario de manera que ya no refleje las condiciones reales de la promoción. Consecuencia
de lo anterior, las i,nstituciones de auton-egulación publicitaria y las tutelares de derecáos del
consumidor sostienen que el anunciante tiene la obligación de incluir de fonna inequívoca y perceptible
-en su mensaje publlcitarip- las l,i.mitacio.nes o condicionés esenciales de la oferta, realizada, de manera
que no existan requisitos ulteriores no conocidos por los destinatarios y que limiten, modifiquen o
contradigan las a.firmaclones del mensaje publicitario principal.

Así, cuando un proveedor emplea la frase "restricciones aplican", sin proporcionar un mecanismo
que permita a los consumidores conocer y tener acceso a la infomiación adÍclon.al esencial o relevante
para la contratación de los bienes o se.rvicios ofertados ; o bien, el proveedor, habiendo establecido el
mecanismo anterior, incluye condiciones generales de co.ntratación que modifican, alteran,
desnáturalizan, limitan o crean cualquier clase de variación esencial en cuanto la o.ferta contenida en
el anuncio original, y si dicho el mecanismo .no puede calificarse de idóneo, o se establecen cuaiquier
otra dase de barreras de acceso, pone en evidente desventaja al consumidor que ha sido atraído a k
contratación basado en la pro.cD.oció.n oírecida.

En. este punto, este Tribunal eorisidera oportuno traer a cuenta ia resolución de fecha 13-03-201.9
con referencia 7-2010 de la Sala de lo Contencioso Administrativo en la que consideró: "El derecho
de consumo parte de la necesidad de proteger a los consumidores debido a ia creciente vidnerabüidaa
de éstos en las relaciones generadas en la economía, de mercado contemporáma

En la misma sente.ncia se estableció que: "La LPC desarrolla un régimen especial de protección
sobre la base de las asimetrías económicas e informativas existentes entre los proveedores de bienes
V servicios ft'snte a los consumidores, estos últimos, enmarcadas en una natural y clara situación de
desventaja con respecto a los primeros

Es así que la referida Sala define a la asimetría mformatíva como aquella característica intrínseca
de cualquier transacción económica, en tanto que siempre en un intercambio de bienes y servicios
habré un actor mejor informado que otro.

Del mismo modo, en sente.o.GÍa definitiva del 8-07-2011 con Feterencia 315-A-2004, emitida por la
Sala de lo Contencioso Administrativo (SCA) definió a la asimetría iriformativa como un elemento
intr ínseco de las relaciones contractuales entre productores o proveedores y consumidores, determina
que en todo caso el consumidor está sometido a una condición de vtdmrabilidad que rebasa su
autonomía y voluntad real para contratar, circunstancia que, en definitiva, justifica ¡a aplicación de



un principio protectoría con el fin de restablecer el equilibrio contractual y asegurar el respeto de ¡os

derechos del consumidor.

'iV. ' CtTNTKSTACiON líE LA PROVEEDORA DENUNCIADA

Se siguió ei procedimiento consignado en el articulo 144-A de la l PC. así como en los artículos

171, 172 y 180 Código Procesal Civil y Mercantil -en adelante CPCM- y 100 de la Ley de

Procedimientos Administrativos -en adelante LPA- respetando la garantía de audiencia y el derecho

de defensa de la denunciada, pues en resolución de fs. 7-8 se le concedió el plazo de cinco días hábiles

contados a partir del siguiente al de la notificación de dicha resolución, para que íncoiporara por escrito

sus argumentos de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara eonveniente,

la cual fue notificada a la misma en mediante notificación directa en la dirección de correo electrónico

señalada en acta de inspección pata tal fin:: efectuada en fecha 16/10/2024 (ts.

10): sin embargo, no hubo pronunciamie:nto de la proveedora deminciada quien no compareció a

ejercer su derecho de defensa, pese habérsele otorgado la oportunidad procedimental para hacerlo.

V. HECHOS PROBADOS/VALORACIÓN DE PRUEBA

:l. De conformidad con los artículos 146 de la [,PC y 106 inc. 3'" de la LPA, las pruebas oportunas,

pert.mentes y conducentes aportadas en el procedimiento, serán, valoradas co,iitbrme a las regia.s de la

sana crítica; a excepció.n de la prueba documental, ta cual se realizará confomte al valor tasado de la

misma en e! derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución :íinai pro:tiuiiciada en el proceso

acumulado con número de refereneia 23-2003/41-2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha

18/12/2009, en lo que eoncteme a! valor tasado de las pruebas vamo\Qt\érí^ Cuando la 'utilización' de

la máxima de experiencia viene preáetermimda por la norma procesal, haUamos del sistema de

yaioración denammado prueba tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo

que hace ei legislador es proveer una de iasmáximas que deben integrarse al razonamiento probatorio

del juez, corno la premisa mayor del silogismo fundamental sobre cada medio de prueba (...) el

legislador señala una lista de medios de prueba j a cada una le migna un determinadú y preciso

valor probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este caso, amparado en la seguridad jurídica, el

legislador determ ina previamente la máxima de experiencia, aunque con distinta fuerza dependiendo

de la prueba de que se trate" (los resaltados son propios).

:Dicho esto, el art. 106 inc. 6° de la .L.PÁ dispone: "Los documentos formalizados por los

funcionarios a los que se reconoce ¡a condición de autoridad y en los que, obsenHindose los requisitos

legales correspondientes se recojan los hachos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo

que se acredite lo contrario ".
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Además, et artículo 341, del CPCM determina el valor probatorio de los imtrumentós, así: ''"Los

imtrumeníos públicas constituirán prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que

documenten; de la fecha y personas que intervienen én el mismo, así como del fedatario o funcionario

que lo expide. Los imirúmeníos privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si no quedé demmirada tras la

impugnación, ios mstrumenios se valorarán conforme a las reglas de la sana crlticá" (los resaltados

son propios).

Pinalrnente, el- artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a refo;rzar lo estipulado en e! derecho

común ai establecer: Las actas mediante las cuales los fuñéionaries de la Defensoría hagan constar

las actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y suficiente su

inexactitud o falsedad. El mismo valor probatorio tendrán les informes y otros documentos que emitan

los funcionarios y empleados de la Defensoría, en el ejercicio de sus funciones.

2. Constai,! en el expediente administrativo los siguientes medios de prueba;

a) Acta N°0002349--—fs, 3 y 4— de fecha 22/11/202,2, por .medio de la oiial se establece que la

Defensoría del Consumidor, en virtud de la inspección realizada en el establecimiento p.rópiedad de ¡a

proveedora denunciada, constató que se hacía efectiva la promoGión verificada sin indicación de la

vigencia de ta misma promoción, las cuales consistía én el inicio desde ei día 07/11/2<)22 a! 2.6/11/2022.

b) Impresión de captura de pantalla de piibiicidad divulgada el día 08/1.1/2022, a través del usuario

mediante la red social Instagram, en re!ac.ió.B a la promoción, publicada por la proveedora,

vinculada con e! acta de inspección ̂ 0002349 de fecha 22/11/2022, la cual se encuentra documentada

a f. 5, con la cual se establece el medio de co,municación y el incumplimiento de ios requisitos legales

m,inimos con que lúe dada a conocer a los eon.sumidores la. promoción que se lee: "Preco bktck

November Sale. Descuento 15% Off enchapes y paredes, grifería, loza sanitaria. *Restricciúnes

aplican

Respecto a la d.ocumen.taci6n., se advierte qu.e la denunciada no pudo desvirtuar la veracidad de la

misma. En razón de lo anterior se concluye que ios citados docume.ntos, al tener una conexión lógica

con los hechos alegados e.n la denuncia, mantienen la certeza legal que ostentan.

"vi. AIN'ÁIJSIS DE L,\ ( ONFIGI^RACIÓN DE LA INFR.4CCIÓN
Ar.Ahora bien, este Tribunaí. estima cotn emente realizar cierias delimitaeiones conceptuales en lo

que al tema de promoción concierne, y cuáles SG.a las círcun.stancias propias que co.tifiguran el

Gometiraiento de la infracción establecida en el artículo 43 letra, n) de la LPC.

Sobre el mismo, es importante señalar que, desde una perspectiva .meramente jurídica,

e.specíficamente en lo que a derecho sancionatorio se refiere, se abordarán la tem.ática de promoción.

Claro está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del conocimiento: por io que este



eiMisilno pretendeTrTmiscuirse en otro tipo de obser\'aciones que no sean las estrictamente necesarias

para dotar de contenido jurídico a la regulación, puniti va que efectúa la LPC.

En ,pri,mer lugar, y desde una perspectiva tradicionaí del marketing, hay 4 componentes en la

deno,mi,riada mezcla del marketing, a saber: a) producto, b) precio,, c) promQCÍó,n y d) distribución.

Ahora, dentro de la promoción se encuentra la publicidad y la promoción de ventas. (Kemietli E. CIow,

2010)EEn ese sentido, los artículos 16, 30 y 43 letra n) de la LPC se encuentran vinculados con el,

último concepto mencionado -promoción de ventas-

La promoción de venias consiste en todos los incentivos ofrecidos a los clientes y miembros del

canal para, estimular las compras de productos, la cual adopta dos ,formas: la promoción para

consumidores y la promoción comercial. Pata el caso que nos concierne, la promoción para

consumidores se refiere a ios i,ncentivos que se oífeGen direetamente a los clientes existentes o a los

posibles clientes de la empresa. La promoción para consumidores está dirigida a aquellos que

realmente usan el producto, es decir, los usuarios finales. Una de las metas principales de un programa

de proraociones dirigidas a los eonsuraidores es persuadirlos de dar el último paso y efectuar la compra

(Kennetli E. Clow, 2010).

Asimismo, es importante señalar las dos categorías más generales de promociones para

consumidores, a saber: a) las que se hacen para fortalecer la franquicia y b) las que se hacen para

generar ventas.

Para el análisis que concierne a este procedimiento, las pronioclones que se hacen para generar

ventas se centran en las veittta.s immedlatas, más que en el valor capital de marca o en la lealtad, por

medio de descueotos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y otros incentivos. (Keimeth E.

Clow, 2010).

Por consiguiente, es desde esta perspectiva, promoción de venta, que deberán estudiarse los

supuestos que dan cabida a ,1a acción típica consignada en el artículo 43 letra n) de la LPC.

B. Delimitado conceptualmente el ámbito de conociraiento de. la infracción objeto de estudio,

corresponde ahora referirse a algunos de los supuestos detemiinados en la ley que dan origen a la

misma.

Antes de todo, es importa.ote hacer la siguiente acotación: en relación con las promociones y

ofertas, de acuerdo a la regulación contenida en la LPC, estas están sujetas a dos principios: el de

ve,racidad y el de temporalidad. En ese orden de ideas, se ha venido sosteniendo que para que se tenga

por establecida la configuración de la infracción prevista en el artículo 43 letra n), se debe tener como

premisa que la naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reportar una ventaja com,parativa

MCmaeth E, Clo w, D. B. (20.10). Publicidad, promoción y comumcacián mtegral m marketing, México: Pearson Educación,
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al consumidor, y su carácter extraordinario, es lo. que pernaite que el comprador tenga un incentivo

para llevar a cabo^ la transaecióa. De esta manera, sé ha entendido que no existe ninguna ventaja si

los bienes son vendidos o los senidcios prestados en las condiciones habituales y, por ende, no se estaría

en, presencia d,e una promoción y oferta.

.Dicho lo anterior, los artículos 16 y 30 de la LPC, prineipalm.ente, deteimínan ios aspectos

obligatorios que los proveed,ores deben informar at momento de efectuar promociones y ofertas

especiales de bie,nes o servicios.

En ese sentido, el articuló .16 establece lo .siguiente:

'''Requisitos de las promociones y úfertas.

Art. 16.- Todo proveedor al establecer las cláimdas, condiciones o estipulaciones de ¡as

promociones y ofertas de bienes o servicios, y las eláusidM no negociadas individualmente, relativas

a tales bienes o servieios, deberá cumplir los siguientes reqttísüos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibílidad de comprensión directa;

b) Buena fe y Justo equilibrio entre los derechos y obligaciones, de. las partes, lo que en todo

caso excluirá la utilización de cláusulas abusivas; y

c) No condicionar la promoción ti oferta a la entrega o no del recibo, copia o documento que

acredite la operación.

En caso de duda sobre el sentido de la promoción u oferta, se entenderá a favor del

consumidor".

Por su parte, el artículo 30 estipula:

'''Información de promociones

Art. 30.- Cuando .se tratare, de promociones y cfertas especiales de bienes o servicios, los

comerciantes estarán obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio total o los

elementos que lo hagan determinabíe, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad

o mediante avisos o cartelesJijados én lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los

bienes".

De manera general, y sin. que ello comprenda todos los supuestos cpe la ley y la casuística puedan

arrojar, se proceden a explicar los que en la praxis suelen darse con frecuencia. Posterionnente (Q, se

harán las consideraciones necesarias en el caso concreto.

i. En cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 1.6 letra á) de k

LPC, según el cual: "'Todo proveedor al e.stablecer las cláusulas, condiciones o estipulaciones de las
promociónesy ofertas de bienes y servicios (...) debe cumplir los siguientes requisitos: a) Concreción,
claridad y senciUez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa



Como se mencionó anteriormente, en cuanto a las condiciones aplicables a las promoeiones u

ofertas especiales, es importante considerar lo sostenido por este Tribunal mediante la resolución de

las 08:41 horas del día. 06/01 /2009, en relación a la utilización de la frase "restricciones aplican"; en la

que señaló puntualmente que "(...) dicha frase tiene como sustento ía im'iabilidad de dar a conocer

tales ¡imitantes en el marco de la brevedad propia de los ammcios publicitarios. El problema de ¡as

remisiones hacia fuentes informativas distintas del anuncio examinado, implica cargas para el

consumidor al verse obligado a adoptar medios distintos a la pnibiicídad original para poder obtener

parte de la información relevante para la oferta; debiendo considerarse además la factibüidad de

acceso a la misma por parte de los eonstmidores de acuerdo al segmento de mercado al que

pertenecen,"

Respecto de dicha resolución, la SCA confinnó la legalidad de la misma mediante resolución 274-

2009 de fecha 14/11/2012, en la que además sostuvo : "(...) que un anuncio publicitario debe poseer

¡a ifformación necesaria para que ¡os consumidores no tengan que recurrir a otra clase de medios

para complementar la mformación inicial, por lo tanto al tener que recurrir a esta acción significa

que se ha omitido informar de una manera clara y adecuada a lo ofertado por et proveedor, por los

argumentos expuestos es que esta Sala considera que la conducta por la aciora es atentatoria al

derecho de ser debidamente informado el consumidor

2. En relación al precio total o los elementos que lo hagan detetminable, conlleva a que debe estar

lo suficientemente clara la cantidad que el consumidor pagará por la prestación de un servicio o la

adquisición de un produ.cto, máxime en aquellos casos en que se da la facilidad de pago a plazos, pero

donde linicamente se determinan las cuotas que se deberán cancelar, mas no se .indica el tiempo ni el

valor total que los consumidores sufragarán. Lo anterior, supondría una desventaja informati va para el

consumidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo. Configurándose, en

sentido material, un iticumplimiento de la proveedora respecto a esta exigencia.

.Ahora, en la práctica también se utiliza la modalidad de promoción y oferta estableciendo

porcentajes de descuentos, dicho elemento hace determinable el valor que el consumidor pagará por

un bien o prestación de servicio; por consiguiente, no implicaría una inobservancia a este requisito.

En lo que respecta, a la vigencia, esta ex,igencia es prácticamente la esencia de estas propuestas

de contratación, pue,s significa que la proveedora ©trece una ventaja extraordinaria al consumidor, la

cual podrá ser gozada en un período de tiempo específieamente determinado o que puede ser

determinable.

En ese orden, en la práctica, para establecer la vigencia de una promoción se han distingu.ido

básicamente dos formas -sin perjuicio que puedan vislumbrarse otros, es decir, no es una lista taxativa-

; a) plazo cierto-detenninado y b) condicionante detemilnable-.

L
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a) Se entiende a plazo cierto, cuando se estipula una fecha de íhígIo y de finalización. Ahora bien,

muchos proveedores suelen consignar sólo una feeha o referifse a un mes, día festivo, período

vacacional o celebraciGn, entre otros; lo cual, devendría en un incuniplimiento de este requisito. A

manera de ejemplo, las expresiones como; "Válido hasta eí 31 de agosto"", "Válido a partir de! I de

septiembre", "Válido sólo este mes", "Válido sólo este día", no serían, sufícientes para tener por

cumplida dicha exigencia, pues en la primera no se consi:gB.a la fecha de inicio; en la segunda, la de

finalización; y, en las líltimas dos, no tienen ninguna fecha. Se hace énfasis, nuevamente, e,n que deben

tener fecha de inicio y tlnalización para que sea conforme a la LPC.

b) Se entiende vigencia bajo condición, cuando la pro,moeión subsiste mientras no se dé un

supuesto de hecho espeGÍfíco -estipulada en ella- que le pone fí.n, a la misma. Ejemplo de lo anterior

es la muy utilizada fraset "Hasta agotar existenems". No obstante, esta última debe ajustarse a los

requisitos y prineipios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin peijuicio de lo anterior, este Tribunal tiene a bien aludir a lo que se ha dicho en derecho

comparado. Al respecto, en la resolución de fecha 08/11/2022, en el caso identificado como N" 044-

2Q06/CCD del INDECOPl (Instituto Nacional de .Defensa de la Competencia y de la .Proteceión de la

Propiedad .Intelectual); la Gomisión indicó que si bien Ripley ineluyó una duración para la promoción

anunciada ésta fue condie-ionada a! agotamiento de ima eantidad de midades disponibles que se

encontraba indetemiinada luego de un análisis integral y superficial del anuncio cuestionado. En

consecuencia, se observó que, ante la percepción ieí consaittidor, la vigeneia de la proHiocíóa

anunciada no se encontraba plaateaia, lo que exige el priiicipk» de veracidad, a efectos de que

los consumidores^ pudieran acceder a infornaacién relevante: y necesaria para adoptar una

decisión, de consumo adecuadamente meditada y, en consecuencia, satisfactoria a sus intereses..

De ahí que, para estos casos, se vuelve necesario acompañar esta .frase con otros elementos

informativos más precisos que hagan previsible las la vigencia de la p.romoció.o.; y, sobre todo, que

sean claros y concretos, con posibilidad de comprensión directa, tal como se colige de lo señalado en

ios artículos! 6 letra a) en relación al artículo 30, ambos de la .L.PC.

C. Con base en los elementos probatorios previamente seflaládos y en virtud de ¡a presunción de

certeza que goza el acta de inspección de ia Defensoría de! Consumidor, así como de los documentos:

que forman parte de la misma, en e! caso co.ncreto, la im:presión de captura de pantalla d:e publicidad

divulgada el día 08/11/2022, a través de! usuario m.ediante la red social Insíagram, de la

promoción realizada por la proveedora denuneiada, que se lee; "Preco black November Sale.

Descuento 15% Off enchapes y paredes, grifería, loza sanitaria * Restricciones aplican", este

.Tribunaíestablece que existe prueba suficiente para determinar que, AL,A.MO, S. A . de C.V., ineumplió

la obligación regulada en el artículo 30 de la LPC: "Cuatido se tratare de promociones y ofertas



especíales de bienes o servicios, ios cornercicmies esiareín obligados a ir^rmar al comimidúr las

eúndicíams, el precio total o los elementas que la hagan determínable, la duración de las mismas, por

cualquier medio de publicidad o medianie avisos o carteles Jífados en lugares visibles dei

esiablecimiento o etiquetas adheridas a los bienedd )'\ por cuanto ia proveedora realizó mía

promociÓB. sin brindar la información mínima requerida, es decir, incumplió la obíigaciDn establecida

en ia referida disposición, .legal, al haber omiticio coasigEar .ta vlgeE€.ia de la misma.

En coüc.lu.sión., la referida omi,síón., pudo inducir a error a los co:risumido.res en cuanto a la toma de

sus decisiones de consumo, pa.rticuiarmente, respecto a la expectati va del beneficio ofrecido por las

promociones.

Teniendo en cuenta lo expuesto aoteriormeota, sobre la base de los hechos probados con. .los

doeumentos agregados a {st3-6, se eoneluve que la proveedora, efectivamente, realizó promoción ii.

oferta especial de bienes, en. contravención a lo dispuesto en la L.PC. Lo anterior, configura la conducta

i!.ícita establecida en el artículo 43 letra n) de la L.PC.

A Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de

culpabilidad, así:

El principio de culpabi.iidad. está reconocido por el artículo 12 Cn, que prescribe: <<[t]oda persona

a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a

la ley y en juicio público., en eí que se le aseguren todas las garantías necesaria» para su defensa»,

disposición, que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino .además en el administratiyo sancioriador

(sentencia de inc. 3-92 A..c, 6-92 de la Sala de lo CoostitucionaL doce horas de! 17/12/1.992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al pri.iici.pio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que <<[e]l principio de culpabilidad en esta materia supone

el. destierro de las diversas foniias de responsabilidad olijativa, y rescata la operatividad de dolo y la

culpa como formas de respoosabilidad. De igual forma, reconoce ia máxima de una responsabilidad

personai por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesa! de la Administración de

evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es

decir, que se veda posibilidad de una aplicación automát].ca de las .sanciones únicamente en razón del

resultado producido» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constituciooai doce horas veinte

minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de la sub-categorias o corolarios del principio de cu.lpabi.lidad, es la

responsabilidad, por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio impiica que la sanción únicamente pueda recaer a quien

en forma dolosa o culposa ha participado en los hechos que confígiiran una acción ilícita; así lo expone

Nieto al. referir que «[e]l gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aqiielias
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[personas] que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción.

Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola éxisteficia de un vínculo personal con el

actor o la simple tituiáridad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce la in:f i acc ion. La exigencia

de individualización de la sanción supone un veto a la responsabilidad objetiva,, [>íit.to, Alejandro,

Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid. Editorial Tecnos,

p. 329,201 rj. En este orden, conforme al principio de culpabilidad solamente responde el administrado

por sus actos propios, de este modo, se repele la posibilidad, de construir una responsabilidad objetiva

o basada en la simple relación causal independiente de la voluntad del autor. E,n congruencia con lo

expuesto, en el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de

tal suerte que el elemento indispensable para sattcionar un actuar, es la determinación de la

résponsabtlidad subjetiva. (Sentencia emitida en él proceso 9i-2#14 por la SCA, a las catorce horas

ci.ncuenta y uno minutos del 24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabiHdad subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunal

considera necesario analizar s.i la misma ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

la transgresión a ia norma haya sido querida o se deba á imprudem,cia o negligeneía. .Po.r tanto, la

existencia de un nexo de culpabilidad constituye itna condición para la configuración de la conducta

sanclonable.

Ahora bien, en el presente procedimiento no hay elementos suficientes como para d«teiTo,mar que

tales omisioiiés hayan sido producidas de manera dolosa. No obstante, á partir de los hechos probados

y las ci.rcun.stancias en que se dieron los mismos, ha quedádo establecido el cometirníenio de k

infracción de manera culposa por pane de la proveedora, pues ha e.xisiido un déficit de organización,

de modo que su conducta es rep,rochable cuando no se toman, las medidas suficientes para .impedir que

se cometa la infracción. En otras palabras, la proveedora A.LA.MD, S..A. d.e C.V,, no acreditó una

correcta organización a efectos de impedir la eóncutreitcia del ilícito.

VII. PAR.ÁMETROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SANCTÓN

Corno se expuso en ios acápites precedentes, se estableció la comisión de la infracción grave

contenida en ei artículo 43 letra n) de la LPC, lo cual se sanciona con mu lta hasta de doscientos salarios

m.«i¡.mos mensuales urbanos en la industria (artículo 46 de la L.PC); por consiguiente, es facultad de

este Tribunal deteiminar la sanción, y cuantificar ia multa que corresponda, a ,la luz de los parámetros

establecidos én la LPC, su reglamento y 1.a jurisp:rudeo.cia aplicable.

Asi, el artículo 49 de la LPC establece ios criterios para la determinación de la multa, siendo estos;

tamaño de la empresa, el impacto en los derechos dé! consumidor, la naturaleza del perjuicio causado

o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de
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intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción u omisión, cobro indebido realizado

y las eircunstancias en que ésta se cometa, segím sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable ai presente caso:

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en

su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: "Microempresa: Persona

natural o jurídica cyue opera en los diversos sectores de la economía, a tTavés de tatú uñidad económica

con m nivel de ventas brutas ármales hasta 482 salarios mínimos memuales de mayor cuantía y hasta

10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica qm opera en los diversos sectores de

la economía, a través de mm unidad económica- con un nivel de ventas brutas anuales mayores i2 4S2

y hasta 4,817 salarios rntmmos mensuales de mayor cuantía y con- un máximo de o O trabajadores .

A partir del análisis de los documentos que constan en el expediente administrativo, no es posible

encajar a la proveedora ALAMO, S.A. de C.V„ en ninguna de las categorfas antes citadas, por no

contar este Tribunal con la documentación financiera requerida para efectuar dicho cálculo, pese a

haberse solicitado con anterioridad según consta en la resolución de inicio de! procedimiento

sancionatorio de mérito (folios 7-8). Es decir, en el presente procedimiento administrativo sancioiiador

ia proveedora infractora ha mostrado ima conducta procesal que evidencia el mcumplimie;Bto de su

deber a prestar la colaboración que le es requerida para el buen desamollo de los procedimientos (art.

17 número 5 de la LFA), por haber omitido presentar la información solicitada por esto: autoridad

sancionadora, a efectos de establecer la capacidad económica que tiette para asumir la multa.

Consecuentemente, este Tribunal se ve impedido de clasificar a la proveedora de conformidad a

los tipos de empresa establecidos en los parámetros del artículo 3 de la Ley MYPE. Pese a lo ante.$

indicado, con el objeto de cumplir su obligación de resolver, de conformidad a los principios que rigen

ei fas puniendó se realizará una interpretación pro administrado, únicamente para los efectos de la

cuantificaclón de la multa, e.ste Tribunal procederá a considerar a la proveedora como una micro

empresa, guardando e! equilibrio entre la finalidad disuasoria de la sanción pecuniaria y el principio

de proporcionalidad de dicha medida.

b. Grado de intencionalidad de la infractora.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si e! sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a

imprudencia o negligencia de! sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de cuipabilidad constituye

una condición para la co:nfiguración de la conducta sancionable.

Así, en reiteradas ocasio:nes este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a

lo dispuesto en e! artículo 40 inciso segundo de la LPC, que tas infracciones administrativas son
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sancionables aun a título de simple negligencia o descuido. En ese orden, del análisis de los hechos y

documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó una attmción negligente por parte de

la proveedora, pues como propietaria del estabíecimiento, es la principal responsable de adoptar las

medidas necesarias a efecto de dar oumptiiniento a las obligaciones que impone la ley de la materia,

como es la de realizar promociones y ofertas que cumplan con tos parámetros legalmente establecidos,

esto es, que especifique la pígencia de las mismas.

c, Gmd0 de participación m la accién -M &miS:ióa>

A partir de un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de

participación en la comisión d:e la infracción por parte de la proveedora, es directa e indi vidual, pues

se acreditó que en el establecimiento de su propiédad —- PRECX)— se cornetió la acción prohibida en

el artículo 43 letra n) eii: relación con el artíeulo 30, ambos de la LPC, consistente en realizar

promociones sin determinar la vigencia de k misma, circunstancia que pudo haber inducido a error a

ios consumidores al momento de requerirla.

d. Impacto en los derechos del consumidor y naturaleza del perjuicio ocasionado.

El papel del consumidor es esencial para el desatrollo de una economía soelal de mercado. En

efecto, la competencia no es otra cosa que la pugna entre eompetidores por captar la preferencia del

mayor número de éonsunildores; razón por la cual, la decisión libre de! consumidor va a ser

determinante en el resultado final de este: lucha. No es posible imaginar un. sistema económico de este

tipo sin entender que su figura central es el consumidor.

Esta función que cumple el consumidor dentro del mercado, por un lado exige a! Estado que,

mediante un rol promotor, genere las condiciones para que los proveedo,res brinden al consumidor

información veraz acerca de los productos y servicios que ofrecen en el mercado. Por otro lado, ios

consumidores, conscientes del papel que cumplen en la economía y de la trascendencia de! mismo para

el correcto funcionamiento del proceso competitivo, deben tener un comportatniento activo,

requiriendo de los proveedores mayor y mejor infonTiación, a fin de que éstos mejoren la calidad de

sus productos y/o servicios y, en consecuencia, contribuyan al desarrollo de los mercados y a la
consolidación dersi-stema económico.

La obligación de bri,ndar mformaetón vetáz se sustenta en el hecho de que ésta .repercute en una

mayor transparencia en el mercado, lo que a su. vez facilita al consuraidor la adopción de decisiones

de consumo adecuadas a sus intereses, generando de este modo una mayor competencia entre los

agentes económicos.

Por otra parte, en el mercado, los agentes económicos cuentan, con una herramienta princ,ipal a

través de la cual informan a los consumidores sobre la existencia de sus bienes y/o sus servicios. Ella

es la actividad publicitaria, la misma que consiste en dar a conocer sus ofertas y persuadir a los
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coosiimidores para que coritrateíi las mismas. Si.n perjuicio de lo anterior, la actividad piibiicitaria

igualmeníe resolta ser una herramienta para redocir la asimetría i.n:f()rmati¥a existeote entre los

coesumidores y los proveedores de bienes y/o servioios» dado que procura que los destinatarios d.e la

publicidad tomen sus decisiones de consumo basados en la satisfeecióii de sus necesidades y/o el ajuste

a sus intereses.

De este oiodo, a través de la publicidad comercial se infoonaal público en general, de la existencia

de un determinado producto o servicio, lo que ayuda a reducir ios costos de transacción de acceder a

ííi.fbrmación en que deben incurrir los con:Sum..idores para adquirir y contratar bienes y servicios. La

publicidad comercial conlleva una fínalidad persuasiva que es la de atraer clientela mediante ía

presentación de las características favorables y ventajas de los producíDS o servicios ofrecidos o la

exaltación de sentimientos en el consumidor que puedan, ser vieeulados con aquello que se ofrece.

Finalmente, al ser la publicidad comercial parte integrante de la actividad, eoipresariai, es un

mecanismo típico de competencia, pues constituye una de las herramientas que disponen, los oferentes

para desviar la clientela hacia sus prodiictos o servicios, y así increinentar su participación y poder en

el mercado y, cDnsecueotemente, sus ganancias. De acuerdo a lo anterior, la publicidad comerciai

resulta ser un eieinento esencial para que el sistema econó.m.ico fiinciorie adecuadamente. .Es por ello

que las afirmaciones que se consignen en cada uno de los elementos publicitarios necesitan ser ve.races.

En el caso concreto, es pertinente señalar que la configuración de la infracción administrativa

relativa a realizar promociones u ofertas especiales de bienes y servicios, en contravención a lo

dispuesto en. 1.a LPC ■••■•■■••■••artículo 43 letra n) de la LPC- transgrede el derecho de los consumidores a
recibir de la proveedora fe información completa, precisa, veraz, clara y oportuna que determine tas
características de los productos y se:rvicios a adquirir, y si bien no se ha probado la confíguración de
un daño concreto a una persooa en particular, este Tribunal reafirma que la acción que define fe.
infracción consiste en realizar promociones u o&rías especiales sin. la iii.íb.rma€!Ó.n mínima legalmente
establecida en relación con el producto o servicio que se intentaba vender y esto es capaz de ocasionar
un peijuicio en el colectivo de consumidores a quienes iba dirigida la promoción examinada.

I.a infracción administrativa atribuida, a. la parte actora es la realización de promociones u ofertas

especiales en contravención a lo dispuesto en la LPC. Ta! corno se señaló srmra, a partir del artículo

30 de la LPC la proveedora está obligada a i,nfbrmar ai consumidor las condiciones, el precio total o

los elementos que lo hagan deteminabie, la duración de las mismas., por cualquier medio de publicidad

o mediante avisos o carteles fijados en lugares visibles del estableci.m.ie:oto o etiquetas adheridas a los

bienes.

CoñíoTim con. la delimitación típica realizada, la imposición de la multa respectiva obedece a la
constatación de la fe.lta de la ¡nfbrmación mínima requerida por la ley para la reaüzacióo de la
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promoción u oferta especial, es decir, basta con advertir q«e se incumple alguna de las cotidiciones

esenciales exigidas por el art. 30 LPC.

En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la esfera

jurídica de los destinatarios de la promoción, ya que el solo hecho de constatar la falta de inforinación

completa y veraz sobre la promoción causa un perjuicio potencial capaz a inducir a error o confusión

sobre el contenido de la promoción, ofrecida al público.

En este punto, debe recordarse que la SCA, en su jurisprudencia, ha afinnado que el .legislador,

atendiendo al bien jUndico a proteger, puede clasificar las conductas en !.nfracciones de lesión e

infracciones de peligro ̂ concreto v abstracto). La übieaeién de la infracción en cada ciasificaeión

dependerá de la descripción típica que haga el legislador.

.A.sf, las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien jurídico tutelado: las de

peligro concreto constituyen supuestos en los cuales se- exige el peiipo efectívo sufrido por una

persona en específico; en las de peligro abstracto el legislador, atendiendo a la experiencia, advierte

una peligrosidad general de la acción típica para un determinado bien Jurídico, a partir de una

valoración probabilístíca, por lo que con la tipificación se dispone adelantar la barrera de protección

sancionando el accionar, si.n esperar la realización de un peligre concreto de una persona detenninada

o de la lesión efectiva.

En congruencia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a realizar

pro.mociones u ofertas especiales en. contravención a los dispuesto eti lá LPC -artículo 43 letra n) de

la LPC- pone, en peligro, de .fo.rma abstracta, ios bienes jurídicos de los consuniidores, sio. que sea

necesaria una afectación concreta; este criterio se sustenta en la naturaleza t imtuica del derecho de

consumo >, precisamente, en la asimetría informativa que los consumidores padecen t Sentencia

emitida el 08/01/'2016, emitida en el proceso co.nteneio.SO ádministtativo de referencia 344-2010).

En este orden de ideas, y tomando en cuenta la Jurisprudencia antes referida, se puede afirmar que

para imponer la sanción respectiva en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar ni justificar una afectación. eo.ncreta y materia! en la esfera de los consumidores,

derivada de la realización, de la promoción u oferta especial; (b) ni que existan, denuneias de personas

que hubiese.n: contratado los bienes o servicios ofertados por .medio de la promoción. Así, la infracción

administrativa samimada por el Trihimal Sancionador es una infracción de peligro abstracto: basta

constatar la mera realización de la promoción sin cumplir con ¡m condiciones mínimas requeridas

legalménte para generar 'el riesgo dé que los consumidores consideren que se está oneciendo im

producto o servicio con caracSérísticas ventajas o bénejicios que en realidad no posee, durante un

período que no corresponde y quitáfidoíes la posibilidad de determinár si precio de lo ofrecido.

15



impacto o afectación abstracta de los derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de ios
bienes jurídicos protegidos por la L.PC-.

En ese orden, es pertinente señalar que la infracción administrativa relativa a realizar promociones

y ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en la LPC, en, relación a

campiir con los requisitos establecidos en el artículo 30 de ia LPC, aun cuando no se materialice algún

tipo de perjuicio a ios consumidores, se configura con la sola inobservaneia de la norma imperativa d.e

consumo al acreditarse la omisión de los criterios !egalm.ent,e establecidos en la promoción de venta

so.meíida a estudio.

En el p,reseMe caso, este Tribunal estima que la falta de la iafomiación en relación con las la

vigencia de ia promoción analizada, es capaz de generar error en los consuraidores por haberse j

constatado la omisión del cootenldo mínimo relevante, para acceder a la misma.

& Cobro indebido realizado, las cireunstamcms en que esta se comete y el bemeficio que obtiene

el infractor.

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitueio.nal en la sentencia de

inconstitucíonalidad de ref. 109-2013 de tecísa }4/01/20:i6, en la que señala que uno de ios tactores de

dosimetría punitiva es; el bermfício que, si acaso, obtiene el itfracíor con el hecho ". Conforme

a ello, deberíamos tener en cuenta el volumen de ingresos de la infractora por la Gamereialización de

los productos promocionados, esto constituiría el beneflcio^ ilícito obtenido por la iofractora.

Así, para el caso que nos ocupa, no se cuenta con la información objetiva de los volúmenes de

venta de productos respecto de dicha pro,mocíón y aun teniendo dicha .información, esta no sería

necesariamente consecuencia directa de la conducta infractora, pues existirían otros factores conio la

acción de sus promotores o la combinación de precio y calidad ofrecidos por la infractora que pudieran

intervenir. Por tanto, una comprobación exacta de los benefieios derivados de la infracción cometida

por la proveedora AL-AMO, S.A. de C.¥,, no podría definirse objetiva e indubitaMemeníe en témiinos

de ios ¡.ngresos deri vados de las ventas por la promoción anunciada.

En suma, dado que no se ha podido dete.rminar a cuánto ase,tenden .las ganancias directas obtenidas

por la proveedora como consecuencia de la implemeiitacián o re.ali2ació.n de la promoción que ha dado

lugar a la configuración de la infracción, este Tribunal procederá a impo.ner una multa partiendo del

supuesto que las promociones se diseñan y efectúan con el objeto de generar ganancias (protnoeíó,o de

ventas, en términos precisos, tal como se desarrolló en el romano VI, letra B% es decir, es un hecho

notório que a las empresas las define el ánimo de lucro y que las promociones buscan generar

ganancias, por lo cual se tendrá por acreditado el extremo relativo a que la proveedora efectivamente

obtuvo iin benefício con la promoción examinada, a.specto que será tomado en ti»n-.ide.ración para la

determinación de la .sanción.

i
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/ Finalidad inmediata o mediata perseguida con la imposición dé la sanción.

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la infractora ÁL,4lvlD, S.A. de C.V.,

quien, ha cometido la infracción descrita en el artículo 43 letra n.) de la .I.PC, con el fin de evitar futuras

conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte las medidas necesarias a efecto

de dar cumplimiento a las obiígacÍGneg que le impone la LPC,

Además, es menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción — — busca

prevenir futuros inctanplimieotos a la LFG corno el que nos ocupa, máx.ime cuando toda prdveedora

de bienes y servicios se encuentra en la obligación de realizar promociones u ofertas especiales de

confom,iidad con lo dispuesto en la LPC, es decir, la multa a imponer busea poteneiar el cumplimiento

de las obligaciones de información que tiene toda proveedora, las cuales ¡mplieaa la realización de las

promociones con las que pretende incretmentar sus ventas^ bajo los parámetros legales es decir, con e!'

fin de salvaguardar el interés general d.e los consumidores.

En tal sentido, habiéndose verificado que la infractora es una persona Juridica que ha sido

caíalogada como micro empresa según en el análisis realizado en el romano VI! literal a. de esta

resolución, que pretend.{a obtener ganancias a.partir de la realizacién de una promoción que no eumpHa

.los parámetros legalmente establecidos, pero considerando ta imposibilidad para establecer a cuánto

ascienden, las utilidades generadas como consecuencia d.irecta del aludido incumplimieHto, y en vista

que para la confíguracióii de k infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación

concreta en un particular, sino que basta con la sola constatación del ¡ncumplimiento de la relacionada

obligación, legal, resulta razonable la iraposíción de una sanción proporcional a la sola verificación de

alud,i.do quebrantamiento.

VllL "DFTFJRAÍINACIÓN DE L.4 ¿NTÍÍACCIÓN Y CÜ.\.\T1FICACIÓN I)¥LA ~
MULTA

.Este Tribunal, en uso de ta sana crMca -artículo 146 inc. d"- de la LPC- y habiendo considerado

ios elementos de! artículo 49 de la LPC, procederá a realizar el calculo de la multa a imponer a la;

i.nfractora ALAMO, S..4. de C.V., pues se ha determinado que ésta brindaba a los consumidores una

i.tiformación mcompleta que no se ajustaba a ios paFámetros legalmente establecidos, pues omitía

indicar a ios eónsumidores la vigenciá de la referida promoción.

■ En tai sentido, habiendó concluido que la infracción cometida es una infraeción grave, la cual es:

sancionáble con multa de 2G0 salarios mmimos urbanos del sector indusfria, conforme al artículo 46

de la LPC; que la proveedc-r es mia. persona Jurídica cuya capacidad eeonómica, para efectos de este

procedimiento es la é una miero empresa; que en razón del grado de inteneionaíldad de' la conducía:

cora.etida por 'la .proveedora, mo .se acreditó el dolo sino negligencia; que ésta incumplió. Gon. ia:

obligación de realizar una promoción con los requisitos mínimos establecidos por ley; y que para la
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cotifiguración de !a infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación concreta cti un

particular, sino que basta con la constatación del incuniplimiento de la relacionada obiigaeión legal;

resulta razonable la imposición de una sanción proporcional a la sola verificación del aludido

quebraiiamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razcmabUidad establece que las

decisiones de la autoridad, deben adoptarse dentro de ios limites de sus tacuitades y manteniendc ta

proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este

Tribuml considera que e.n el presente procedimiento administrativo sancionador resulta perti.nente fijar

una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional para la consecución de los ñnes ¡

constitucionalmente legítimos efecto disuasorio—, previniendo así, situaciones en donde la!

comisión do la conducta prohibida por parte de! sujeto infractor resulte más beneficiosa que ei ;

cumpli,miento de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela de !

los derechos de información y económicos de ios consumidores.

Por tanto, a la proveedora ALAMO, S.A. de C.V., se le impone una multa de DOS MIL

TRESCIENTOS SETENTA Y DOS DÓLARES CON CINCUENTA CENTAVOS DE DÓLAR DE

LOS F,S1 ADOS UNIDOS DE AMÉRICA (S2.372.50T s. iuivalentcs a ó meses con quince días de

salario mínimo urbano en la industria, por la comisióti de la a.it acción regulada en ei artículo 43 letra

n) de la LPC por realizar promociones u ofertas especiales de bienes en cnníraveiicíón a la ley, en el

establecimiento "PRECO", según se ha establecido en e! prese,nte procedimiento administrativo.

La multa total impuesta representa el 3.25% dentro del marge.o máximo estipulado por ley como

consecuencia de la comisión de tal infracción -doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la

industria--, siendo a juicio de est-ts Tribunal, proporcional a la gravedad que comportan los hechos

denunciados según las circunstancias objetivas y subjetivas previamente a.nalizadas.

TX. DECISIÓN

Per tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con fundara.ento én los artículos 11,14,101

inciso 2° de la Constitución de la República; artículos 4 letra c), 16 letra a), 27 inciso 1% 30, 40 inciso

2'143 letra-n), 46, 49, 83 letra b), 144 y siguientes de la LPC; artículos, 106 inciso 3®, 112, 139 y 154

de la LEA;} 63 del Reglamento de la LPC, este Tribuna! RESUELVE:

a) Sanciónese a la proveedora ALA.MO, S.A. de C.V., con la cantidad de DOS MIL

TRESCIENTOS SETENTA Y .DOS DÓLARES COiN CTNCUE.NT.A CENTAVOS DE

DÓLAR DE L€>S ESTADOS UNIDOS DE AMÉIiJCA ($2,372.5®), equivalentes a 6 meses

con quince días de salario minimo mbano en la miusttia—D.E. NÍ^'IO del ^""^'''2021,

publicado en el D.O. N°I29 Tomo N° 432 — en concepto de multa por la comision de la

infracciéa regulada en el artículo 43 letra n) de la LPC, por realizar una promoción -en ei
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estabIe0Í:mieiito*'-P5£'CO'', la cual no se ajustaba a tos criterios legalmente establecidos,

coftfotme al análisis expuesto én los romanos VI y VII de la presente resolución y con

fiindamentc «un ks disposiciones legales precitadas.

La multa anterior debe hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería de! Ministerio de

Hacienda, dentro de los dte días hábiles siguientes al de la raotifieaeión de esta resolución,

debiendo comprobar a este Tribimal su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario,

la Secretaría de este Tribunal certificará la presente resoiuclón para ser remitida a la

Fiscalía General de la RepúMica para su ejecnción forzosa.

b) Hágase del conocimíentó de los íntervimentes, m cumplimiento al artículo 104 de la LPA, que

la presente, resolución al ser emitida en un procedimiento simplificado, no admite recurso de

reconsideración, de confonnldad con lo expuesto en el artículo 158 N° 5 de la LPA,

c) Ordénese a la Secretaría de este Tribunal, realizar las notificaciones en los medios

electrónicos, o en su defecto en los medios fisícos que se encuentren señalados en el expediente

administrativo.

d): Notiflquese.

(J

José Leoisicirdastro
Presidente

OÍp O'ím' \

jjutO Jo§á-£elay|f' Meléndez
•^tVinjer vocal

Juíp Carlos Ramírez C!en|iiegos
.  Segundo vocal

PRONITNCIADA por LQ^ÉE.VIBROS del TRIBEN,.^L SANCIONADOK Dt LA
DEFE.NSORL\ DET, CO&íSÍMIÍOR QIT LA }^?SCRIBEN.

Secretai nd >aáaionador
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